Sobre la Reorganización del Conclomerado de Educación Terciaria, Universitaria y Superior en Uruguay, con Énfasis en las determinaciones sobre la Enseñanza by Behares, Luis Ernesto
ARTIGOS 
 
 
Políticas Educativas, Porto Alegre, v. 3, n.1, p.114-130, 2009 – ISSN: 1982-3207 
SOBRE LA REORGANIZACIÓN DEL CONGLOMERADO DE EDUCACIÓN 
TERCIARIA, UNIVERSITARIA Y SUPERIOR EN URUGUAY, CON 
ÉNFASIS EN LAS DETERMINACIONES SOBRE LA ENSEÑANZA 
 
Luis E. Behares – Universidad de la República (UdelaR) 
 
RESUMEN 
Este trabajo analiza los niveles educacionales superiores en Uruguay, considerando su particular 
naturaleza de ser un “conglomerado” de  educación propiamente superior (“o universitaria”), 
terciaria u otros tipos de programas simultáneamente. Se hace una breve recapitulación histórica del 
problema, para mostrar su naturaleza factual y las formas en que la legislación en este campo trató 
de solucionarlo. Particularmente, el trabajo analiza el período 1984-2010 y los documentos 
producidos en los últimos diez años. La noción de “enseñanza superior” es el punto central para esta 
investigación.   
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ABSTRACT 
This paper analyses the higher educational levels in Uruguay, taking into account the particular 
nature of it as a “conglomerate” of simultaneously properly higher (or “universtary”), terciary, and 
other types of education programmes. A brief recapitulation of the history of the problem is made, 
in order to show its factual nature, and the ways legislation for the field tried to give solutions to it. 
Particularly, the paper analyses the period 1984-2010, and the documents produced in the last ten 
years. The notion of “higher teaching” is the central point for this research. 
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1. PROPÓSITO 
 
En este trabajo
1
 presentamos un análisis de los sentidos de la enseñanza, como una de las 
actividades y funciones clásicas de la universidad. La intención básica es la indagación referida al 
Uruguay, aunque el asunto podría fácilmente extenderse a la región e inclusive a la experiencia 
universitaria en general. Como ya ha sido explorado en otros trabajos (e. g. BEHARES, 2011), estos 
sentidos forman parte de un conjunto discursivo complejo, en el que se marcan cierta tendencia 
central y un conjunto de valores heteróclitos, en constante interjuego con los referidos a las otras 
actividades y funciones universitarias, que muestra los arracimados históricos, ideológicos y 
políticos que dieron y dan presencia a la universidad. 
En un pasado muy reciente (anterior, en general, a 1984) es posible sugerir para el Uruguay 
la particularidad de que la Universidad de la República representaba la totalidad de la experiencia 
universitaria nacional, habida cuenta de que hasta ese año no había otras instituciones que 
recibieran ese nombre. A partir de entonces, se crearon y reconocieron universidades privadas, 
insertas en un conjunto discursivo regido por parámetros ideológicos y políticos diferentes. 
También desde ese año la expresión “Enseñanza Pública Superior” que la Constitución de 1967 
alberga (URUGUAY, 2004, art. 202) se completó en los usos y en las disposiciones con otros, 
sobre todo con los definidores “terciaria” y “universitaria”, que se aplicaron tanto al ámbito público 
como al privado, y que parecen contraponerse unas veces al adjetivo “superior” y otras veces 
desagregarlo. Las instituciones y enseñanzas de tipo terciario y universitario se concibieron desde 
entonces, sin que se pueda dar una definición exacta de los sentidos discriminadores que las 
postulan, como de una naturaleza particular, diferente a la que refiere a la “enseñanza superior”. 
Paralelamente, han predominado desde la década de 1990 a nivel de las políticas públicas 
denominaciones abarcadoras problemáticas, como por ejemplo “Políticas de Educación Superior”, 
en las cuales se subsume universidades públicas, privadas, entes autónomos públicos de carácter 
terciario y entes privados de la misma naturaleza, con la expresa intención de pensar ese territorio 
                                                          
1
  Producto del proyecto “Formación de investigadores como enseñanza universitaria”, que el autor lleva adelante en la 
Línea de Investigación “Enseñanza Universitaria”, del Departamento de Enseñanza y Aprendizaje, del Instituto de 
Educación, Facultad de Humanidades y Ciencias de la Educación de la Universidad de la República, Montevideo - 
Uruguay. 
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como parte del fenómeno educativo en general, integrado, por lo menos, con los niveles primario y 
secundario
2, y a las “políticas educativas” a él referidas.  
En los hechos, en las últimas dos décadas se ha evidenciado la existencia de un 
“conglomerado” de estudios terciarios, universitarios y superiores, que es visto por muchos con 
resistencias, algunas de ellas de fuerte carácter teórico (o por lo menos “técnico”), pero la más de 
las veces de tipo corporativo, o “chacral”3. Es posible afirmar que se han ido asentando ya algunas 
constantes discursivas que, dialécticamente, introducen cuestiones como las referidas a la 
naturaleza, condiciones y límites de las modalidades de enseñanza que aparecen integradas en este 
conglomerado. Las “nociones de enseñanza” en estos discursos son, en términos generales, 
contradictorias. Por lo tanto, nos parece necesario desbrozar esta realidad, para tomar en cuenta 
también los intentos de superarla, iniciados en la década del 2000, aunque los avances en este 
sentido no van, todavía, mucho más allá de la creación de preceptiva legal. 
 
2. LA ENSEÑANZA Y LOS SENTIDOS DE LA “CRISIS UNIVERSITARIA” 
 
Una primera forma de abordar la cuestión nos parece ser la que se refiere a la llamada “crisis 
universitaria”, ya que sostenemos que ésta es esencialmente una crisis de sentidos muy ligada a la 
cuestión de la enseñanza. Concepciones de Universidad como Institución de Enseñanza o 
Institución Educativa son opuestas a la tradición discursiva naturalizada de los universitarios. En 
gran medida, estas concepciones obligan al universitario a pensar la universidad desde un definidor 
central, el que se sitúa en los conceptos de “pedagogía universitaria” o “didáctica universitaria”. 
Como es obvio, estas expresiones y las conceptualidades que las acompañan obtienen 
históricamente su sentido desde la tradición discursiva de la educación y de la enseñanza que en el 
diseño educativo se practican, muy fuertemente desarrolladas en, por y para la educación y la 
enseñanza básicas, dirigidas a los niños y adolescentes, y enfocadas a su preparación propedéutica, 
con mayor o menor énfasis en el desarrollo integral y el gobierno de esos sujetos. Por el contrario, 
la universidad se ha definido a sí misma, por su propio discurso histórico, como una institución 
                                                          
2
  Aunque en algunos casos se abarca hasta la denominada “educación no-formal”.  
3
 Según el uso popular, derivado de “chacra”, o sea la parcela que cada uno cultiva para sí, de acuerdo a su 
conveniencia. 
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destinada centralmente a la producción de conocimiento, en la cual la enseñanza y otras funciones o 
actividades tienen cometidos y sentidos derivados.  
Los objetivos fijados por la Ley Orgánica de la Universidad de la República 
(UNIVERSIDAD DE LA REPÚBLICA, 1958, art. 2) son sintomáticos de esta opción.  Entre otros 
factores, se hace una asunción implícita del ternario “investigación-enseñanza-extensión”, propio de 
la versión del modelo berlinés que se acuñó en la región en el marco del “pensamiento crítico 
latinoamericano”, como se deriva de los sentidos acumulados por los propios gestores de la ley (por 
ejemplo, Maggiolo (1968, 1986) y la preceptiva universitaria que se desprende de allí, si bien la 
naturaleza, los énfasis y el alcance de las relaciones internas del ternario han ido modificándose 
desde entonces (cfr. BEHARES, 2011, cap. 4). Las discusiones universitarias recientes sostienen 
esta tradición, aunque no en forma absolutamente unánime.   
En las últimas décadas la demanda principal, y a veces exclusiva, que se les hace a las 
universidades está ligada a la formación de profesionales. De hecho, la definición profesionalista de 
la universidad es un persistente marcador discursivo, que se viene arrastrando desde fines del siglo 
XIX. En lo que se refiere a la Universidad de la República se constituye como un parámetro 
ideológico, relacionado a la definición universitaria propia de la “modernización” liberal-
conservadora burguesa de 1885
4
, pero también un problema de organización vinculado a la 
estructura misma de la Universidad (Oddone y Paris, 1971, Cap. 1). De todos modos, la demanda 
profesionalista reciente se hace en el contexto de un país inserto en políticas económicas 
globalizadas y en el marco de referencia de exigencias eficientistas. La eficiencia de una 
universidad que no limita el ingreso a los estudios de grado, de lo cual se deriva un problema 
incesante de “masificación” de la enseñanza, es puesta severamente en duda.  
A pesar de esto, ninguno de los países de nuestra región se ha arriesgado a definir a las 
universidades exclusivamente a partir de sus cometidos de enseñanza, si tomamos taxativamente en 
cuenta los documentos principales en que se definen y dan organicidad a esas instituciones. La 
resistencia de las universidades públicas latinoamericanas en general y de la uruguaya en particular 
para no reducirse ni centralizarse en la enseñanza y en la formación de profesionales liberales, que 
tiene raíces históricas muy consolidadas, es un dato interesante en el concierto internacional. Los 
documentos colectivos de los gestores universitarios latinoamericanos (e. g. AUGM 2009; CRES 
                                                          
4
  Año en el que se aprobó la “Ley Orgánica” de 1885 (URUGUAY, 1886), que contiene un único objetivo, el de la 
formación de profesionales. 
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2009) son resaltables como posiciones fuertes. En Uruguay, el reciente proyecto de creación de una 
oficina de acreditación de universidades, aunque con perfil y alcances mayores (URUGUAY, 
2010), ha conservado la definición histórica de universidad. Por su parte, el documento regulador de 
carreras de grado de la Universidad de la República (UNIVERSIDAD DE LA REPÚBLICA, 2010), 
a punto de ser aprobado, vuelve a inspirarse en su primera parte en los postulados clásicos. Por lo 
tanto, es obvio que hay insistencia en el  mantenimiento de las opciones hechas entre 1950 y 1970 y 
reacción constante contra los postulados de las propuestas neoliberales para las políticas 
universitarias durante la década de 1990, en las cuales la renovación de las universidades pasó 
siempre por acotar sus fines, principalmente en función del mercado de trabajo.  
Sin embargo, las tendencias neo-profesionalistas-eficientistas han ido anidando 
progresivamente en el espacio universitario, en las instituciones dedicadas a la formación de 
profesionales y técnicos y más aun en los estamentos gubernamentales. De esto se han derivado dos 
modelos de instituciones universitarias: las universidades pesadas, conservadoras del ternario, con 
énfasis marcado en la investigación como actividad dadora de sentido, y las universidades livianas, 
que se autodefinen sin mayores conflictos como centros eficientes exclusivamente dedicados a la 
enseñanza con perfiles claramente profesionalistas. Muchas instituciones universitarias privadas 
(sobre todo aquellas que se originan en la inversión de capitales comerciales privados) se 
promocionan a sí mismas como universidades livianas. Las universidades públicas y algunas 
privadas ya han sido permeables a los factores ideológicos provenientes de las demandas del 
mercado o de la “integración social productiva”, pero también a las imposiciones de la 
“globalización”. Las universidades públicas han debido adaptarse muchas veces a un modelo que se 
contradice claramente con los fines y objetivos contenidos en sus documentos constitutivos, pero 
que se ha ido infiltrando imperceptiblemente en el entramado universitario, sobre todo en algunas 
áreas y ámbitos de decisión. Viejos problemas universitarios – pero muy persistentes - como el 
profesionalismo, combatido sistemáticamente en los últimos cincuenta años, adquieren nuevas 
dimensiones y generan nuevas estrategias de supervivencia.  
La situación es, en muchos aspectos, la de una crisis en los sentidos universitarios para 
diversas cuestiones. La de la enseñanza es sólo una de ellas. Sin lugar a dudas, en las universidades 
se enseña y se ha enseñado siempre. Pero enseñar en la universidad hoy en día es parte de los 
conflictos de sentido a que hacíamos referencia.  
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3. EL CONGLOMERADO DE “EDUCACIÓN SUPERIOR, UNIVERSITARIA Y 
TERCIARIA” EN URUGUAY 
 
Como ya sugerimos, la tradición universitaria de discusión sobre la “enseñanza superior”, 
que correspondió exclusivamente a la Universidad de la República o en ocasión de ella hasta hace 
25 años
5
, se ha visto atrapada en un dominio discursivo mayor y más complejo. Al interno de la 
Universidad de la República, el crecimiento exponencial de la matrícula y de las ofertas curriculares 
entre 1960, en cuyo entorno tenía alrededor de 5000 estudiantes, y 2005, cuando esta cifra llegó a 
88. 167 (UNIVERSIDAD DE LA REPÚBLICA, 2005), resultó ser también un impacto muy fuerte 
en sus matrices de enseñanza. La apertura de nuevas carreras de grado y de pre-grado (tecnicaturas) 
desde 1998, sumada a una creciente oferta de pos-grado, han hecho de la Universidad de la 
República una institución con  estructuras y fines de enseñanza muy diversos. Durante la década de 
2000 se fue produciendo un proceso de descentralización desde Montevideo al interior del país, con 
lo que se ampliaron las dimensiones y las posibilidades de cobertura, pero también la aparición de 
nuevos problemas, que se sumaron a los generados históricamente por la tradicional “federación de 
facultades”. Ya en la década de 1990 el problema de la enseñanza universitaria se reconocía como 
preocupante, con discursos muy variados en su contenido, de lo que derivó un interés central y 
sistemático, que determinó la creación de la Comisión Sectorial de Enseñanza (CSE) en 1993 
(UNIVERSIDAD DE LA REPÚBLICA, 2003). 
En 1984, último año del gobierno militar, se aprobó una ley de “reconocimiento de títulos de 
universidades privadas” (URUGUAY, 1984), que en los hechos significó la autorización para la 
apertura de estas instituciones. La ley estableció que “Los títulos a que se refiere el artículo anterior 
tendrán, una vez registrados, idénticos efectos jurídicos que los expedidos por la Universidad de la 
República Oriental del Uruguay, e independientemente de éstos” (URUGUAY, 1984, art. 2). En 
aquel momento, en las postrimerías de la dictadura, el Consejo de Estado
6
 aprobó una ley que fue 
entendida como una maniobra, de la cual se benefició sólo, en un primer momento, la Universidad 
Católica “Dámaso Antonio Larrañaga”, legalizada a partir de esta ley y de su reglamentación 
posterior. Mas allá de quienes instruyeron la maniobra o de quienes se beneficiaron con ella, la ley 
                                                          
5
  Ver un compendio analítico de estas discusiones en Behares (2011). 
6
  Cuerpo de naturaleza “legislativa”, creado mediante designación directa de “notables” de extrema derecha por los 
militares en el poder, para sustituir al Parlamento disuelto en 1973, y que solía aprobar leyes después de que éstas 
aparecieran promulgadas en el Diario Oficial. 
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de marras inició un proceso irreversible de apertura de universidades e institutos universitarios 
privados que luego fue reglamentado de diversas maneras esdrújulas (principalmente por el Decreto 
308/95, URUGUAY, 1995). El resultado de este proceso legal y de facto fue que el 
“conglomerado” de la Enseñanza superior” debió segmentarse en público y privado7. 
En 2005 (MEC, 2005) el espectro de la enseñanza superior incluía 17 instituciones, 
desagregado en 5 universidades (1 pública y 4 privadas) y 12 institutos universitarios (todos ellos 
privados). El sector privado de la Enseñanza Superior, integrado por universidades e institutos 
universitarios de muy variada naturaleza, (vinculados a instituciones religiosas, asociaciones civiles 
o a simples agrupamientos comerciales de inversión), ofreció siempre carreras profesionales de 
grado y posgrado, y alcanzó a servir en 2004 a 9.294 alumnos (MEC, 2004), ca. un 10 % de la 
matrícula total de la Enseñanza Superior en el país, proporción que se ha mantenido estable en el 
tiempo, a pesar de la apertura de otras instituciones semejantes hasta el presente
8
.  
 En los primeros períodos democráticos el espíritu de la ley de 1984 fue mantenido y se 
instrumentó legalmente su regulación, como vimos, aunque los procesos de habilitación y 
reconocimiento de universidades privadas fueron cuestionados hasta el presente, tanto por los que 
opinan que es restrictivo del derecho a la enseñanza  superior privada, como por los que defienden 
el monopolio estatal para ella, o por los que se preocupan por su calidad. En los hechos, lo que se 
entendió en este proceso por “Enseñanza Superior” debió ser reformulado, y se hizo imperiosa una 
re-clasificación. El criterio ministerial al respecto, contenido en el Decreto de 1995 y explicitado en 
MEC (2006), dividió el espectro en Terciario Universitario y Terciario no Universitario, donde el 
término “terciario” vino a significar simplemente una indicación cronológica, como posterior al 
Primario y al Secundario. Esta partición es conflictiva, ya que en los usos internos de la Universidad 
de la República (toda la documentación reglamentaria así lo asegura), “terciario” se define como 
diferente a “universitario”, por ser estudios posteriores a los Secundarios, pero cursados en 
instituciones no universitarias, y se deja en el rótulo “universitario” a los cursados en universidades 
o institutos universitarios.  
                                                          
7
  Este mismo Decreto establece que las habilitaciones, autorizaciones o reconocimientos serán dados por el Ministerio 
de Educación y Cultura, en base a lo informado por un Consejo Consultivo Asesor, integrado por representantes del 
Ministerio (2), de la Universidad de la República (3), de la Administración Nacional de Educación Pública (1) y por las 
Universidades Privadas (2). 
8
  Según los datos de UNESCO (2005), la cobertura de nivel superior, como tasa bruta de matriculación en la franja 20 a 
24 años, en el período 2002-2003 alcanzó en Uruguay al 28 %. Pero debe tenerse en cuenta que ese valor podría ser 
mayor, si se considera la franja de 18 a 30 años, en la que de hecho se encuentra comprendida la población universitaria 
uruguaya, aun sin considerar los posgrados. 
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En el sector público, hasta el presente, los estudios terciarios universitarios públicos (según 
la denominación acuñada por el Ministerio de Educación y Cultura ya citado), corresponden 
exclusivamente a la Universidad de la República. Los estudios terciarios no universitarios públicos 
corresponden a un complejo y variado conjunto abierto de instituciones, dependientes de diversos 
Ministerios o Entes Estatales: sin agotar la lista, se pueden enumerar la Escuela Naval (dependiente 
del Ministerio de Defensa), los Institutos de Formación Docente
9
 (dependientes de la 
Administración Nacional de Educación Pública), la Formación Militar (en diversas estructuras 
dependientes del Ministerio de Defensa), la Formación Policial (dependiente del Ministerio del 
Interior), la Escuela Municipal de Arte Dramático (dependiente de la Intendencia Municipal de 
Montevideo) y el Centro de Formación y Estudios del INAU (dependiente del Instituto Nacional del 
Niño y del Adolescente). En los últimos años, algunas instituciones y estructuras de este tipo se 
incorporaron a la Universidad de la República, como en los casos del Instituto Superior de 
Educación Física (que tuvo dependencia del Ministerio de Turismo y Deporte), el Centro de Diseño 
Industrial (que dependió del Ministerio de Educación y Cultura) y varias entidades de enseñanza 
que se incorporaron a la Facultad de Artes.  
Con respecto a la denominada enseñanza terciaria universitaria privada, que incluye a la 
ofrecida por las universidades e institutos universitarios privados, es necesario señalar la marcada 
disparidad de situaciones, que van desde pequeñas instituciones con una o pocas carreras 
profesionales a estructuras más plurales y convencionales. Otro tanto sucede con la oferta de 
enseñanza terciaria no universitaria privada, difícil de comentar en un párrafo dado su carácter 
muy polifacético.  
Este vasto y errático conglomerado se rige por algunas definiciones, que extractamos de 
MEC (2004). Allí se entiende por Universidad Privada aquella institución autorizada a desarrollar 
investigación, enseñanza y extensión en tres o más áreas disciplinarias no afines orgánicamente, 
estructuradas en facultades, departamentos o unidades académicas. Los institutos universitarios 
privados se definen como los que dictan al menos una carrera de grado o de posgrado, sin que se 
exija, en este caso, otras funciones que la enseñanza. Los correspondientes a la enseñanza terciaria 
                                                          
9
 Los institutos de este tipo fueron fundados entre 1878 y 1955, agrupados entre 1973 y 1984 en institutos terciarios 
integrados y luego desconcentrados desde 1985 (Magisterio, Instituto de Profesores Artigas, Centros Regionales de 
Profesores, etc.) pero regidos en conjunto desde una Dirección de Formación Docente dependiente de la Administración 
Nacional de Educación Pública (ANEP). 
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no universitaria privados están vagamente definidos como los que cumplen con pautas de 
valoración aceptadas nacional o internacionalmente. 
Es necesario tener en cuenta también los efectos producidos en Uruguay por la llamada 
globalización de la enseñanza superior, que se expresa en varios mecanismos ya existentes, como la 
adecuación de los planes de estudios nacionales a preceptivas originadas en procesos de otras 
regiones (sobre todo en Europa), lo que incluye los usos de los sistemas de créditos y su relación 
con los “curricula por competencias” (cfr. COLLAZO, 2010). Los procesos de acreditación 
internacional de carreras universitarias en la Universidad de la República y otras universidades 
privadas del país, en las que estas instituciones participaron por iniciativa propia, abren también una 
importante brecha, tanto para su transformación como para la visualización de concepciones 
teóricas de universidad y de enseñanza superior que vienen desde fuera y se encuentran con la 
tradición nacional. Finalmente, pero no menos conflictivamente, han avanzado también en Uruguay 
las ofertas privadas de educación a distancia, tanto de universidades extranjeras como de empresas 
dedicadas a la venta de servicios de enseñanza por Internet, fenómeno no totalmente separable del 
auge de la introducción de modalidades no exclusivamente instrumentales de las Tecnologías de la 
Información y Comunicación (TICs) en el ámbito de la enseñanza terciaria y superior local. Aunque 
no podremos realizar un análisis exhaustivo de este tipo de cuestiones, es correcto ponerlas sobre el 
tapete como parte de los problemas implicados en el “conglomerado”. 
Salta a la vista que este conglomerado es, de hecho, más el resultado informe de lo que 
creció sin planificación adecuada que un sistema ordenado, al cual las definiciones adoptadas desde 
1984 en adelante no consiguen dar forma. En este contexto, lo que se llama “enseñanza” tiene sólo 
un carácter indiscriminador, ligado a formas variadas de transmisión de conocimiento(s) o 
ejercicios de formación para alguna actividad que se espera que el alumno acabe realizando a 
satisfacción.  
 
4. LA REORGANIZACIÓN EN CURSO 
 
En los últimos años, se ha hecho conciencia pública de las dificultades que implica el 
conglomerado y su carácter inorgánico y escasamente regulado. De diversas formas, a veces 
paralelas, el Estado ha intentado avanzar hacia un modelo general de Enseñanza Superior que 
ofrezca mejores garantías. En este orden, podemos analizar dos documentos que avanzan en este 
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sentido: la nueva Ley General de Educación 18. 437, promulgada en 2008 (URUGUAY, 2009) y el 
Proyecto de Ley de Creación de la Agencia para la Promoción y Aseguramiento de la Calidad de 
la Educación Terciaria (APACET) actualmente a estudio del Parlamento (URUGUAY, 2010)
10
.  
La Ley General de Educación (URUGUAY, 2009) representa el intento con mayores 
pretensiones en lo que respecta a las llamadas leyes de educación que han existido en el país. En 
efecto, las leyes anteriores
11
 incluían preceptivas exclusivamente de funcionamiento y casi ninguna 
indicación pedagógica, curricular o de políticas educativas; abarcaban, además, sólo a un sector de 
la enseñanza pública (ya el primario en la de 1877, ya el correspondiente a la Enseñanza Primaria, 
Secundaria y la Formación Docente las de 1973 y 1985). La Ley de 2008, que apropiadamente se 
llama “general”, intenta incluir todo el espectro de la educación pública y también fija políticas 
educativo-pedagógicas, alcances curriculares transversales y abre la posibilidad de la creación de 
diversos organismos y nuevas instituciones de enseñanza. En lo que respecta a nuestro tema, la Ley 
crea el Sistema Nacional de Educación, definido como “el conjunto de propuestas educativas 
integradas y articuladas para todos los habitantes a lo largo de toda la vida” (URUGUAY, 2009, art. 
20). Nota bene: este “sistema” abarca toda forma de educación, primaria, secundaria, terciaria, 
universitaria de grado y de posgrado pública, pero incluye también las iniciativas privadas, a 
distancia y semipresenciales, no-formales y de la primera infancia. La “educación formal”, se 
presenta en seis niveles, de acuerdo al siguiente cuadro (URUGUAY, 2009, art. 22, SIC): 
 
0 EDUCACIÓN INICIAL: 3, 4 Y 5 AÑOS DE EDAD 
1 EDUCACIÓN PRIMARIA 
2 EDUCACIÓN MEDIA BÁSICA 
3 EDUCACIÓN MEDIA SUPERIOR 
INCLUYE TRES MODALIDADES: EDUCACIÓN GENERAL, 
EDUCACIÓN TECNOLÓGICA Y FORMACIÓN TÉCNICA PROFESIONAL 
                                                          
10
  Sería posible incluir aquí otros documentos, como la reorganización de las carreras de grado en la Universidad de la 
República (UNIVERSIDAD DE LA REPÚBLICA, 2010) y algunos documentos recientes relacionados, los obrados ya 
existentes para la creación del Instituto de Educación en la esfera de la Administración Nacional de Educación Pública, 
los borradores del Proyecto de la nueva Ley Orgánica para la Universidad de la República y los informes sobre la 
reorganización de la formación policial y militar. Dada la magnitud de la información existente, será necesario 
abordarla en trabajos posteriores a éste. 
11
  Estas leyes anteriores son: Decreto-Ley de Educación Común “vareliano” de 1977 (URUGUAY, 1878), la llamada 
“Ley Sanguinetti” de 1973 (URUGUAY, 1973) y la llamada “Ley de Emergencia” de 1985 (URUGUAY, 1985). 
ARTIGOS 
 
 
Políticas Educativas, Porto Alegre, v. 3, n.1, p.114-130, 2009 – ISSN: 1982-3207 
4 A) EDUCACIÓN TERCIARIA 
INCLUYE CURSOS TÉCNICOS NO UNIVERSITARIOS, TECNICATURAS 
Y EDUCACIÓN TECNOLÓGICA SUPERIOR 
 B) FORMACIÓN EN EDUCACIÓN CON CARÁCTER UNIVERSITARIO 
 C) EDUCACIÓN TERCIARIA UNIVERSITARIA: INCLUYE CARRERAS 
DE GRADO 
5 EDUCACIÓN DE POSTGRADO 
 
Esta estructura, que incluye la educación pública y la privada, articula una serie compleja de 
subsistemas e instituciones de diversa naturaleza, regidos en cada caso por preceptivas legales 
independientes y específicas, sobre los cuales, y en forma “deliberativa”, se crea una Comisión 
Nacional de Educación (COMINE), integrada por directivos de los diferentes sectores involucrados 
y actores sociales elegibles. El sector público del Sistema se articulará en el Sistema Nacional de 
Educación Pública (SNEP), “integrado por el Ministerio de Educación y Cultura, la Administración 
Nacional de Educación Pública y la Universidad de la República y demás entes autónomos de la 
educación pública estatal” (URUGUAY, 2009, art. 49), y estará coordinado por la Comisión 
Coordinadora de la Educación Pública (URUGUAY, 2009, art. 50). Este cuerpo tiene sólo 
funciones de coordinación, ya indicadas como necesarias en la Constitución de la República
12
, pero 
en los hechos cada organismo, institución y subsistema conserva las autonomías, formas de 
gobierno y capacidad preceptiva que les asignan las leyes correspondientes. En este conjunto 
amplio, la Ley exige una mayor atención al componente “terciario”, para el cual se propende a la 
formación de un Sistema Nacional de Educación Terciaria Pública (SNETP), integrado por la 
Universidad de la República y los institutos terciarios que la Ley propone crear. En este caso, cada 
uno de los componentes se regirá por las leyes ya existentes, o por las que vengan a dictarse, por lo 
cual el SNETP cumplirá funciones de promoción, articulación e integración. 
Los institutos terciarios públicos que propone crear la Ley son dos: el Instituto Universitario 
de Educación (IUDE), transformación de acuerdo a los parámetros universitarios de los ya 
existentes Institutos de Formación Docente (URUGUAY, 2009, arts. 84-86), y los Institutos 
Terciarios Superiores (ITS), destinados a la formación técnica para la producción y los servicios 
                                                          
12
  “La Ley dispondrá la coordinación de la enseñanza” (URUGUAY, 2004, art. 202, in fine). 
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con base en los cursos ya existentes a nivel de la Administración Nacional de Educación Pública 
(URUGUAY, 2009, arts. 87-88)
13. Con respecto a la llamada “Educación Policial y Militar” la ley 
sólo prevé una comisión para estudiar su “rediseño” (URUGUAY, 2009, art. 105). Se crea también 
un Instituto Nacional de Evaluación Educativa (URUGUAY, 2009, arts. 113-119), con el objetivo 
de producir evaluación constate de la calidad de la educación nacional, incluida la de los niveles 
terciarios y universitarios. 
En lo que refiere al nivel terciario-universitario, y en relación a su reorganización, la Ley 
adopta una posición de tipo integrador de las realidades ya existentes, aunque crea espacios 
institucionales nuevos a partir de realidades ya existentes. En general, su ejercicio legislador es el 
de agrupar y llamar la atención sobre el conjunto para que en él, por el esfuerzo coordinador, se 
produzca en los años venideros una reforma más consistente, cuyos frutos habrá que aquilatar en el 
futuro.  
Nos parece importante señalar dos factores claramente presentes en la Ley, que le dan 
perfiles que resultan pertinentes para nuestro análisis. El primer factor es que una lectura atenta de 
la Ley nos permite sugerir que el hilo conductor de la misma es de nítida raigambre pedagógica, 
reveladora de discusiones y propedéuticas oriundas de la educación básica. Por esta opción, la 
enseñanza, toda y cualquier enseñanza, forma parte inseparable de la intención educativa, lo que se 
traduce en la preferencia por la utilización de definidores del tipo de “Educación Terciaria” y 
“Educación Universitaria” en el caso del componente superior, para el cual la documentación 
precedente solía utilizar con mayor cautela las expresiones “Enseñanza Terciaria, Universitaria o 
Superior”. Más allá de las terminologías, la Ley supone un continuo entre la educación de la 
primera infancia hasta los posgrados, continuo que para ser posible, o para que sea posible 
presentarlo representacionalmente, debe tener una identidad homogénea. Como sabemos, esta 
identidad es difícil de ser sostenida, ya que existe una brecha que separa la enseñanza superior de la 
enseñanza básica, en sus fines y modalidades, pero principalmente en su sentido. Por otro lado, 
definir a la Universidad (o aún a los institutos universitarios y terciarios) como espacios 
preponderantemente de educación o de enseñanza retacea sus propios fines, entre los cuales la 
enseñanza es una actividad derivada o fuertemente dependiente de los procesos de producción 
especializada de conocimiento. 
                                                          
13
  En este caso, la juntura entre “terciarios” y “superiores” es, a ojos vista, bastante extraña al sentido general 
terminológico que se venía empleando. 
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El segundo factor, muy asociado al primero, es que la Ley justifica sus opciones en el 
proceso de desarrollo de los individuos, fiel a su esquema esencialmente pedagógico. La Ley hace 
referencia a un único “Principio específico de interpretación e integración de la Ley”, que se 
expresa en estos términos: “[...] se deberá tener en cuenta el interés superior del educando, que 
consiste en el reconocimiento y respeto de los derechos inherentes a su calidad de persona humana” 
(Uruguay, 2009, art. 120). Este principio debe leerse con los artículos iniciales de la ley que tienden 
a centrar la educación en el educando: “[la educación] tiene como fin el pleno desarrollo físico, 
psíquico, ético, intelectual y social de todas las personas” (URUGUAY, 2009, art. 2º); “Los 
titulares del goce y efectivo ejercicio del derecho a la educación son los educandos. Los educadores 
como agentes de la educación deben formular sus objetivos y propuestas, y organizar los 
contenidos en función de los educandos, de cualquier edad”  (URUGUAY, 2009, art. 5º, énfasis 
nuestro). Si bien estos preceptos pueden ser de innegable aceptación cuando se trata del proceso 
educativo centrado en el desarrollo de los sujetos, ponen excesivamente el acento en las 
potencialidades de los individuos bio-psico-sociales, y parecen decir que los saberes son atributos 
de ese desarrollo, olvidando en gran medida la existencia de éstos en la historicidad de la ciencia u 
otras formas del quehacer intelectual, de lo cual puede prescindir la educación básica, pero que es 
fundamental en la enseñanza superior. 
El segundo de los documentos mencionados, el Proyecto de Ley de Creación de la Agencia 
para la Promoción y Aseguramiento de la Calidad de la Educación Terciaria (APACET) 
actualmente a estudio del Parlamento
14
 (URUGUAY, 2010), merecería un texto analítico aparte, 
dada las complejidades que supone. Nos concentraremos, más que en análisis completo, en señalar 
los criterios rectores, que a nuestro modo de ver significan un cierto avance, aunque, como 
señalaremos, se enfrenta a callejones sin salida semejantes a los encontrados por otros esfuerzos 
anteriores. 
 Luego de un pormenorizado análisis de situación de la enseñanza terciaria y superior en el 
país, descrita como muy conflictiva, deficitaria en su diseño y apuntando al problema que el 
“conglomerado” significa para el país, la nota con la “exposición de motivos” (firmada por el 
Presidente José Mujica y el Ministro de Educación y Cultura, Ricardo Erlich) establece seis 
propósitos: 1) regular el funcionamiento del sector privado de la educación terciaria; 2) gestionar 
                                                          
14
  El proceso que llevó a este Proyecto de Ley se inició en 2005, e insumió un trabajo intenso y la consideración 
demorada de todos los organismos e instituciones vinculables. 
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los procesos de acreditación de carreras e instituciones universitarias; 3) promover el 
reconocimiento del nivel académico de instituciones terciarias no universitarias de carácter privado; 
4) facilitar el reconocimiento del nivel académico de carreras universitarias de instituciones 
públicas, no dependientes de entes autónomos de enseñanza;  5) realizar procesos de evaluación 
externa a las instituciones públicas y privadas que lo soliciten; y 6) representar al país ante redes y 
organizaciones internacionales de acreditación (Uruguay, 2010, Mensaje Nº 14/10, inicio). Se trata, 
por lo tanto, de un organismo esencialmente acreditador de la enseñanza terciaria y universitaria 
privada, y no afecta en forma directa a la enseñanza terciaria y universitaria pública
15
, lo que ha 
sido señalado en las discusiones previas como una de sus deficiencias. Sin embargo, sobre todo en 
las definiciones contenidas en sus artículos 14 a 22, genera definidores claros y consistentes, que 
serían esenciales para el campo, y que habrían de producir efectos importantes, aun más allá del 
ámbito privado.   
El texto define la educación terciaria como la que continúa a la educación media-superior, y 
la clasifica en educación terciaria no universitaria y educación terciaria universitaria o superior 
(URUGUAY, 2010, art. 14). Mantiene, por tanto, la terminología y la distinción que introdujo la 
Ley de 2008, incluso el uso del término “educación”. Sin embargo a continuación da sendas 
definiciones de estos dos tipos de instituciones, en las que introduce factores de interés para nuestro 
análisis. Así, las instituciones de “educación terciaria no universitaria” tienen la misión de 
“desarrollar procesos de enseñanza para la formación en distintas áreas del conocimiento con 
carácter práctico, aplicado y creativo”, mientras que para las instituciones de “educación terciaria 
universitaria o superior” se cambia el eje definicional, porque “Su misión principal es la producción 
y reproducción del conocimiento en sus niveles superiores” (URUGUAY, 2010, arts. 15 y 16 
respectivamente, énfasis nuestro).  
De esta forma no es evidente que se pueda aplicar tan fácilmente el rótulo de “instituciones 
de educación” a las universidades16, ya que sus funciones incluyen la enseñanza, la investigación y 
la extensión (URUGUAY, 2010, art. 16 incs. a, b y c),  y que la enseñanza que ellas deben brindar 
queda defina en los siguientes términos: “formación y capacitación de científicos, profesionales y 
técnicos capaces de actuar con solidez profesional, responsabilidad, espíritu crítico y reflexivo, 
mentalidad creadora, sentido ético y sensibilidad social” (Uruguay, 2010, art. 16, inc. a). Más 
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 Lo hace, en cambio, a través de la oferta de servicios a demanda de estas instituciones públicas, todas ellas detentoras 
de autonomía legal. 
16
  Se refiere en este caso a las privadas, si bien en este punto se reproduce el criterio del art. 2 de la Ley Orgánica de la 
Universidad de la República y la tradición definicional nacional en materia de universidad (URUGUAY, 1958).    
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adelante se agrega: “La Universidad es una institución que combina la enseñanza de nivel superior 
con la investigación original” (URUGUAY, 2010, art. 26), y al tratar de las condiciones de los 
docentes de una universidad se indica que éstos deben “permitir a la institución el desarrollo de 
todas las funciones universitarias: enseñanza, investigación y extensión” (URUGUAY, 2010, art. 
30, inc. 3). 
Como se observa, en los dos documentos analizados (la Ley de 2008 y el Proyecto para la 
APACET) hay discordancias esenciales, sobre todo en la conceptualización de la enseñanza 
universitaria y/o superior, y en el interjuego entre ésta y la enseñanza terciaria en general. Los 
sentidos que el término enseñanza adquiere para estos niveles muestran procesos discursivos 
encontrados, como hemos creído señalar a lo largo de este trabajo. 
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